
 

 

 

LAS AUTORIDADES SANITARIAS DEBEN DISPONER DE LA 

SUFICIENTE CAPACIDAD DISCRECIONAL PARA 

GARANTIZAR LA SALUD DE LA POBLACIÓN Y EL INTERÉS 

GENERAL. 
 

La imputación de delitos, si se ha seguido el procedimiento legalmente establecido, 

puede poner en peligro la legítima capacidad de adopción de medidas de manera 

urgente e inmediata para proteger la salud pública 

 

La Directora General de Salud Pública y Participación de Illes Balears está siendo 

investigada por un Juzgado de Palma de Mallorca por un presunto delito de 

prevaricación y detención ilegal en relación al aislamiento de estudiantes en un hotel. 

Estas decisiones se adoptaron al amparo de lo previsto en el art. 3 de la Ley Orgánica 

3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, que habilita 

a las autoridades sanitarias a adoptar las medidas oportunas para el control de personas 

con enfermedades, de las personas que estén o hayan estado en contacto con las 

mismas y del medio ambiente inmediato, así como las que se consideren necesarias en 

caso de riesgo de carácter transmisible.  En este caso, existía contacto con personas 

infectadas por Covid-19 y resultó un  26% de positividad en los test realizados. 

Las actuaciones de la Autoridad sanitaria en el curso de la pandemia, cuando se toman 

decisiones como la del aislamiento obligatorio de personas, van siempre dirigidas a 

preservar la salud de la población y están guiadas por el interés general: proteger la 

salud, la vida y la integridad física de las personas. Estas medidas, por definición, se 

adoptan de manera urgente porque solo de esta manera pueden ser efectivas, haciendo 

una ponderación de todos los derechos e intereses en juego. No se adoptan por el 

capricho de la autoridad sanitaria, si no de acuerdo con los protocolos de actuación 

frente a estas situaciones.  

Como garantía de los derechos fundamentales afectados, estas decisiones están 

sometidas a la correspondiente autorización o ratificación judicial. Precisamente, en 

este caso, se solicitó dicha ratificación en los plazos previstos y se obtuvo la autorización 

de las medidas adoptadas para un buen número de individuos. El sistema funcionó y las 

actuaciones fueron resueltas dentro de los plazos previstos por la ley. Según la 

información disponible, también fueron rechazadas las solicitudes de inicio de  

 



 

 

 

procedimientos de habeas corpus solicitados. Por tanto, el juzgado competente ya 

consideró que no existía una detención ilegal.  

Si se ajusta a los protocolos, el procedimiento previsto en la Ley se cumple y la tutela 

judicial se produce, hay que entender que la medida ha sido adoptada adecuadamente.  

Sin cuestionar el derecho a la tutela judicial de las personas que consideren vulnerados 

sus derechos, la tramitación de querellas penales contra las autoridades sanitarias por 

sus decisiones dentro del marco de la ley, de acuerdo con el procedimiento establecido 

por la misma y con todas las garantías, supone una revisión impropia de esas 

actuaciones en salud pública. Marcan un contexto que puede ser altamente peligroso, 

pues pueden incentivar a no adoptar este tipo de decisiones urgentes y extraordinarias 

por miedo a un eventual proceso penal. 

El interés general (la salud de la población) debe ser un criterio de ponderación a la hora 

de encausar a las personas a quienes se encomienda esta función. Precisamente por la 

importancia de los bienes que se pretende proteger, la autoridad sanitaria debe 

disponer de la suficiente capacidad discrecional para adoptar las medidas 

recomendadas por profesionales de los departamentos de salud pública, en función de 

los datos epidemiológicos y en función del riesgo existente. La ley dispone de suficientes 

garantías para limitar el daño por hipotéticas arbitrariedades. Circunstancias como la de 

hoy pueden limitar la discrecionalidad necesaria para actuaciones urgentes e 

inaplazables. 

Creemos que este tipo de decisiones, minan la credibilidad y la autoridad de las 

Administraciones sanitarias, contribuyendo a la confusión respecto a la gestión de la 

pandemia y dificultan actuaciones de carácter urgente dirigidas a la preservación de la 

salud pública. 

En todo caso, en SESPAS consideramos que es preciso un marco jurídico más clarificador 

que tipifique adecuadamente y de modo cierto las actuaciones concretas que en estos 

supuestos pueden ser adoptadas por las autoridades sanitarias cuando se limitan 

derechos fundamentales. Así lo manifestamos el pasado mes de mayo. El actual marco 

jurídico es muy impreciso y facilita problemas como el planteado en Baleares.  

 

https://sespas.es/2021/05/11/posicionamiento-sespas-solicitando-una-regulacion-especifica-de-caracter-organico-que-permita-afrontar-situaciones-de-crisis-sanitaria/

